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D
esde los años 60 los bosques fue-
ron el botín de los poderes esta-
tales y de las redes de corrupción 
locales que éstos fomentaron y 

la historia no ha cambiado mucho. La 
destrucción de los bosques en Bolivia, 
no ocurre por la falta de mejores leyes 
o conceptos que incorporen los aspectos 
sociales: adolecemos de males institu-
cionales e institucionalizados que nadie 
aún se ha atrevido a erradicar.

La recientemente creada Autoridad 
de Fiscalización de Bosques y Tierras 
(ABT), en sustitución de la Superinten-
dencia Forestal (SIF), va por el mismo 
camino que en materia administrativa, 
ignoró la necesidad de un sistema ins-
titucional en el que se sustente y tenga 
validez la legislación forestal y más de 
medio centenar de leyes que contemplan 
derechos indígenas incluidos convenios 
y tratados internacionales. 

Con la ABT, cuyas autoridades hemos 
heredado de interinatos y negociaciones 
partidarias y no de un proceso serio de 
institucionalización, se han reproduci-
do viejos males como la incapacidad de 

¿Cuál es la situación de 
los bosques en Bolivia?

asumir responsabilidades instituciona-
les legales y responsabilidades adminis-
trativas estatales. Así: 
•	 Nadie exige y nadie rinde cuentas por 

el patrimonio forestal que adminis-
tran los servidores públicos quienes 
se mantienen en sus cargos otorgan-
do indulgencias a mañosos seudo di-
rigentes campesinos e indígenas;

•	 La Gestión forestal Comunitaria se 
reduce hoy a un conteo de árboles ma-
derables que media docena de indivi-
duos (Intocables y poderosos) venden 
a nombre de comunidades inexisten-
tes o de las que nunca serán beneficia-
rias de sus negociados millonarios;

•	 Los CEFO, mecanismo de control del 
Estado para el transporte de la ma-

dera desde el bosque comunitario de 
origen, se compran hoy en quioscos 
junto a una cerveza o un café;

•	 Desde hace seis años las auditorias, 
audiencias, registros de contratos, au-
torizaciones a privados en TCO que-
daron sin efecto; el Estado “reparte” 
los bosques, no los administra y las 
autorizaciones de aprovechamiento 
las obtiene cualquier ciudadano que 
acceda a las desprestigiadas “certifi-
caciones” de “dirigentes” politiqueros 
que hoy se asumen como propietarios 
de bosques;

•	 Los compradores de madera en co-
munidades deben aprenderse un ma-
nual de cumplimiento de requisitos y 
papeleos sin preocuparse por un plan 

En Bolivia se desmontan 25 mil hectáreas cada mes… ¡casi mil hectá-
reas por día!; un manzano de su barrio por minuto. Según informe de 
la SIF-2007, de 300 mil hectáreas desboscadas cada año en nuestro 
territorio nacional, el 75% ocurre en el Departamento de Santa Cruz; 
el 20% en el Beni y Pando y el 5% en Cochabamba y Tarija.1

Alicia Tejada Soruco ha denunciado recientemente 
la grave situación de la explotación forestal en Bo-
livia. Aquí publicamos íntegramente su último artí-
culo “Se rifa la madre tierra en la oferta electoral”, 
antecedido por una síntesis de algunos puntos de 
vista presentados por la autora en publicaciones 
anteriores.
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dianos y con la recurrencia de idénticas 
promesas, el cuatro de abril Guarayos 
elegirá a sus alcaldes. Las caravanas de 
cinco diferentes tiendas partidarias ele-
van a su paso el polvo rojizo de las calles, 
y los vehículos que las componen, algu-
nos cuestan hasta sesenta mil dólares, 
marcan los contrastes entre los pueblos 

que tienen que morir para que el “pro-
greso” nazca.

Personajes políticos conduciendo sus 
4X4; gigantescos “banner” que reempla-
zan a los afiches tamaño oficio de otro-
ra; shows en los que se despliegan fuegos 
artificiales, danzas, rifas de ovinos, al-
cohol y promesas de igualdad, convocan 
a multitudes; a esas multitudes peque-
ñas de los pueblos chicos, alrededor de 
la plaza. Hay fiesta en el pueblo mientras 
que en los bosques se cierne la amenaza 
de la muerte; las moto sierras no han de-
jado de rugir, ni se han detenido un solo 
instante los gigantescos engranajes en 
su tarea de echar abajo la “Casa Grande” 
de los Gwarayú.

En los últimos cincuenta años el sec-
tor maderero en Guarayos, se encargó 
de la extracción de la mara, el cedro y 
de otras especies valiosas hasta extin-
guirlas en su valor económico; incentivo 
de la debilidad estatal del ex CDF, que le 
dio al sector la posibilidad de capitali-
zarse e industrializarse. 

Las condiciones de intervención del 
bosque, después de medio siglo, conti-
núan siendo las mismas aunque multi-
plicadas en número: Aserraderos, mo-
tosierras, skyders; máximos exponentes 
de la intervención primaria, continúan 
como los dinosaurios del siglo XXI, sin 
una sola industria forestal instalada. 

Hay treinta aserraderos registrados 
en la provincia Guarayos. Una inspec-
ción realizada el mes de marzo del pre-
sente año a 16 de éstos con la finalidad 
de recabar sus registros de abasteci-
miento de materia prima del año 2009, 
dio como resultado que, los 16, han co-
metido irregularidades por la que la Au-
toridad Boliviana de Bosques y Tierras 
(ABT) les ha impuesto multas que ya 
han sido impugnadas por los infractores 
locales.

E
l ruido de las campañas y refe-
réndums que abarcaron los úl-
timos cuatro años, tienen ahora 
en los pueblos vida propia: Con 

sus personajes locales y problemas coti-

de manejo sostenible ni por el respeto 
a un solo derecho de los pueblos in-
dígenas, porque esto es lo último que 
evaluará la ABT;

•	 Los PGMF perdieron su estatus de 
Declaración Jurada ante el Estado 
Boliviano y desde el año 2009, la ABT 
hasta realiza cobros ilegales a las co-
munidades para pagar a los dirigentes 
de organizaciones supra-comunales y 

así prevenir que “no se corrompan”.
Esta es la situación actual del manejo 

o forestería comunitaria en el país y no 
corresponde a la ausencia de leyes ni de 
normas sino al manejo institucional dis-
crecional, abusivo y plagado de corrup-
telas y clientelismos de “servidores pú-
blicos” en complicidad con “dirigentes”.

¿Dónde queda entonces la verdade-
ra forestería Comunitaria y qué evalúa 

Se rifa la madre tierra 
en la oferta electoral 3

De seis candidaturas, dos únicamente no han incorporado a los lla-
mados “madereros”, “pirateros” o “consultores forestales” en franja 
de seguridad o como alcaldes. Esto también es una repetición de la 
misma historia sobre los poderes locales vinculados a capacidades 
económicas y a la tierra en oferta. Nada en política es diferente hoy.

y controla el Estado sobre el aprovecha-
miento forestal en comunidades indíge-
nas y campesinas? ¿A qué queda reducida 
la relación jurídica entre Estado y usua-
rios del bosque cuando el límite se ha 
diluido hasta perderse la distinción entre 
uno y otro? ¿De qué control social se habla 
si no existen mecanismos administrativos 
y formales para el ejercicio del mismo?2

Por: Alicia Tejada Soruco4

Mara decomisada en San Pablo, Guarayos, por 
Miguel Manguarí, dirigente de la COPNAG.
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La ausencia de políticas sectoriales de 
valoración del bosque y de prevención 
sobre los efectos del mercado informal 
ante recursos de extraordinaria plus-va-
lía en éste, ha derivado la última década 
no solo en una presión mayor sobre otras 
especies de madera sino en el avance de 
la frontera agrícola sobre tierras foresta-
les. La ABT en Guarayos encara también 
hoy 38 sumarios administrativos por 
desmontes ilegales que en el año 2009 
ascendieron a 27000 hectáreas, super-
fi cie que se suma a las 45.000 hectáreas 
acumuladas en las pasadas gestiones. 
Frente a ello, el Estado sólo se limita a 
multar y a “defenderse” de los procesos 
de quienes incurren en ilegalidad fores-
tal. El reino del procedimiento alambi-
cado en los bosques de Guarayos se ha 
instaurado. La capacidad de prevención 
y fi scalización es casi nula.

Para Rudy Guzmán, actual ejecutivo 
de CADEFOR y autor de estudios sobre 
bosques en Bolivia, la incapacidad de 
detener estos atentados contra los bos-
ques de Guarayos desde instituciones 
estatales, tiene varias causas y una de 
ellas es la vocación recaudadora de la 
ABT: “El desmonte y el correspondiente 
pago de una patente que lave y purifi que 
el pecado y la infracción que implica el 
cambio de uso de suelo, se ha exacer-
bado, por tanto, cuanto más desmonte, 
más posibilidades de recaudación, más 
posibilidades y más sencillas formas de 

ría el mercado y para prevenir sus distor-
siones incorporó algunos mecanismos 
preventivos y de control, incluyendo los 
referidos a la aplicación de los derechos 
indígenas y al derecho administrativo 
evitando así se diluya la responsabilidad 
por el control.

Uno de los mecanismos de control en 
el bosque son los CFO: Quienes poseen 
áreas de aprovechamiento forestal otor-
gadas por el Estado los utilizan para re-
gistrar y así demostrar al Estado (a todos 
nosotros) qué madera, en qué volúmenes, 
y en qué estado están extrayendo. Estos 
registros son fi rmados por los ingenieros 
forestales del país, que tienen la fe públi-
ca, otorgada a través de la ley 1700. La no 
utilización o la falsedad en la utilización 
de estos se entiende entonces como un 

amarrado a códigos específi cos del área 
georeferenciada autorizada, es una de 
las opciones” 

Según el Ingeniero Franklin Caro, 
responsable de la Autoridad de Fiscali-
zación de Bosques y Tierras, (ABT) en 
Guarayos, toda la confi anza de esta ins-
titución se basa en la fe pública otorgada 
a los ingenieros forestales que ejercen 
dicha profesión en el área: “A ellos el 
Estado les ha confi ado esta responsabi-
lidad y en su fi rma que ponen en ese Re-
gistro (CFO), tenemos el mandato legal 
de confi ar”, aseguró. 

Madereros de la zona que solicitaron 
mantener su nombre en reserva nos ase-
guraron que una visita a las operaciones 
forestales de manejo indígena y elegidas 
al azar daría como resultado que en el 
70% de éstas no ocurre aprovechamien-
to forestal por lo que los certifi cados fo-
restales de origen (CFO), fi rmados por 
los ingenieros forestales y propietarios 
del área, se estarían vendiendo, para ex-
traer madera de otros lugares, no autori-
zados o para desmontes ilegales, incluso 
fuera de Guarayos. Esta información 
no fue confi rmada ni desmentida por 
el responsable de la ABT en Guarayos 
quien argumentó la duda explicando 
que no se han realizado inspecciones de 
campo, ni a las comunidades de estas 
áreas para confi rmarlo, debido a la falta 
de presupuesto y de personal de un área 
tan crítica como la que le cabe gestionar. 
“Los procesos nos pisan y apenas tene-
mos un abogado en Santa Cruz”, afi rmó 
como ejemplo de ello.

El negocio de venta de CFO ya no es 
tan bueno, nos relató un joven vincu-
lado a la actividad en Guarayos, hasta 
hace dos años los vendían a $us 800 pero 

obtención de madera a través de apro-
baciones de exagerados e inexistentes 
volúmenes de madera, más posibilida-
des de emisiones de CFO (Certifi cados 
Forestales de Origen) como cheques en 
blanco que pueden ser comercializados 
en el mercado negro para legalizar ma-
dera proveniente de otros lugares no au-
torizados, etc.”, argumenta Guzmán.

El Régimen forestal de la Nación que 
se diseñó durante casi una década de 
consultas con todos los actores y movi-
mientos sociales de las Tierras Bajas de 
Bolivia (1990-1997), dio por sentado que 
por los bosques ya transitaba y transita-

procedimiento que atenta contra la con-
servación de los bosques de Guarayos 
porque nos impide conocer lo que está 
pasando al interior de los mismos. 

Para Guzmán los CFO cumplieron 
su ciclo hace un buen tiempo porque la 
ilegalidad no descansa y ha buscado la 
forma de vulnerar esta herramienta, ex-
plica: “Hay otras herramientas que han 
sido desarrolladas en otras partes del 
mundo porque la extracción ilegal de 
madera no es únicamente patrimonio 
boliviano, está en todas partes. Para ello, 
el uso de código de barras para hacer el 
seguimiento o trazabilidad de las trozas, 

...en el 70% de las operaciones forestales de manejo indígena, no 
ocurre aprovechamiento forestal, por lo que los certi fi cados forestales 
de origen (CFO), fi rmados por los ingenieros forestales y propietarios 
del área, se estarían vendiendo...

Se rifa la madre tierra en la oferta electoral

Cusisales, Provincia Guarayos, Santa Cruz
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desde que los indígenas 
manejan CFO, los regalan, 
relató. Este supuesto implica 
que, aún con el bajo precio 
actual de los CFO, ($us 200 a 
$us 400), cualquier individuo 
que posea autorización de mane-
jo forestal o desmonte, si tiene la 
posibilidad de acceder a 100 CFO, 
sin moverse de su escritorio y sin 
mover un solo hombre para custodiar 
el bosque bajo su responsabilidad, ha-
brá obtenido ingresos que oscilan entre 
20000 y 40000 dólares americanos. 

“Más de 4400 Certifi cados Forestales 
de Origen (CFO), herramientas de con-
trol forestal que respaldan el transporte 
de madera en troza y aserrada fueron 
entregados a cargo de instrumentos 
de gestión forestal o planes de manejo 
aprobados por la ABT, la mayoría para 
superfi cies relativamente pequeñas pero 
que reportan entre 25 y 50 m3 de madera 
extraíble/ha. Volúmenes absurdos, nive-
les de extracción impensables para los 
bosques de Bolivia, pero aprobados por 
la institución encargada de los bosques. 
Dichos CFOs fueron emitidos en dos me-
ses, es decir noviembre y diciembre (Más 
de 270 mm de precipitación en los dos 
meses) del año pasado, durante un perio-
do de mucha lluvia donde la extracción 
y transporte de trozas es extremamente 
limitada. Entonces, lo primero que hay 
que hacer es una investigación profun-
da a los funcionarios que aprueban este 
tipo de instrumentos con esos volúmenes 
irreales de extracción, porque de ahí par-
te el problema, aseguró Ruddy Guzmán 

Ovidio Roca Ávila, quien fuera res-
ponsable del Desarrollo Institucional de 
la extinta Superintendencia Forestal de 
Bolivia coincide con señalar que existen 
señales preocupantes de que la informa-
lidad paga bien pero analiza también 
otra dimensión: “El problema central 
hoy es el ambiente de inseguridad que se 
ha creado. El Manejo requiere seguridad 
en el largo plazo, treinta o cuarenta años 
al menos, y si eso no se da, no es posible 
invertir en manejo (…) Ellos, primero 
no tienen seguridad para sus concesio-
nes forestales y segundo no necesitan 
demostrar manejo como antes para que 
les compren su madera, existe un mer-
cado informal, chino y otros, que no les 
interesa el manejo, ni la certifi cación, 
el resto de los compradores formales 

han disminuido radi-
calmente su demanda, 

opinó Roca.
El responsable de 

la ABT, afi rma que 
“Los indígenas 

son considerados 
por sus superio-

res como el pilar 
de la conservación de los 

bosques en Guarayos”. Sin em-
bargo para éstos “Los bosques de Gua-

rayos se han convertido en un espacio 
habitado por otros actores: Veinticuatro 
horas al día entran y salen de allí, cientos 
de “motosierristas”, maquinistas, camio-
nes, “comercializadores” según afi rmó el 
profesor Severiano Abacai, presidente de 
la CEPIG quien junto a Ambrosio Yaboo, 
presidente de la CCC además concluyó 
en que la única solución posible ahora 
es suspender todas las autorizaciones 
de manejo forestal indígena en la TCO, 
puesto que a los que menos benefi cian 
éstas es precisamente a ese sector. Sobre 
otro de los pilares en los que se basó el 
régimen forestal de la nación, la empresa, 
Roca refl exiona que, frente a la inseguri-
dad, seguramente muchos empresarios 
también se ven obligados a participar en 
el mercado informal para recuperar sus 
inversiones, antes que otros entren y “pi-
rateen” sus concesiones. 

Lo cierto es que se consideren o no 
pilares del régimen ambos actores, hay 

también un área de más de un millón de 
hectáreas de bosques otorgadas a éstos y 
con operaciones basadas en la fe pública 
de sus ingenieros forestales, éstos últimos 
sin sanción ejemplarizadora alguna, a pe-
sar de tantas y probadas irregularidades.

Doña Trinidad Vaca, dirigente de la 
federación de Trabajadores Campesinos 
complementa la expresión de un males-
tar generalizado en todos los sectores 
vinculados al área forestal afi rmando 
que los trabajadores de campo de los 
madereros nunca tuvieron ninguna pro-
tección laboral ni seguro contra acciden-
tes; “ellos son jornaleros, motosierristas 
y chóferes, aquí no hay empresa forestal 
que les asegure mejores condiciones ni 
de los Karai ni de los indígenas, y ade-
más algunos trabajadores son muy jó-
venes, 13 o 14 años, y se auto explotan 
y aturden con alcohol y con sus rostros 
hinchadas por la coca que les introducen 
hasta con un ítem que cobra como “vi-
cio” en las comunidades, afi rmó Vaca.

Como contraparte, una nueva gene-
ración de comerciantes forestales (de 
madera, de CEFO, de prestación de ser-
vicios con maquinarias, de consultoras 
forestales), en menos de cinco años de 
“ejercicio honesto de sus cargos”, tienen 
casas, vehículos, maquinaria y hasta 
propiedades ganaderas con valores eco-
nómicos que exceden en cientos de mi-
les a sus ingresos normales.

El 4 de abril se elegirán a las “auto-
ridades” de Guarayos. La autoridad de-
viene del cumplimiento a la ley es un 
principio que no parece estar claro para 
muchos de quienes participan en estos 
nuevos comicios y en estas tierras. Lí-
deres del cambio Departamentales y 
nacionales, de todos los colores políti-
cos eligen precisamente como sus pares 
locales a los que puedan “pagarse” una 
campaña a costa de la destrucción de los 
bosques y la cuenta la pagamos los boli-
vianos y la humanidad toda  

calmente su demanda, 
opinó Roca.

la ABT, afi rma que 
“Los indígenas 

son conside
por sus superio-

Más de 4.400

Certifi c
ados Forestales

de Origen (CFO)

respaldan el transporte

de madera en troza.

...una nueva generación de 
comerciantes forestales, en me-
nos de cinco años de “ejercicio 
honesto de sus cargos”, ti enen 
casas, vehículos, maquinaria y 
hasta propiedades ganaderas 

con valores económicos que ex-
ceden en cientos de miles a sus 

ingresos normales.

1. Alicia Tejada Soruco: “¿Quién Paga la Cuenta? 
¿Desde cuando los procedimientos le ganaron a la 
razón…?” Los datos sobre desmonte son obtenidos 
del estudio SIF 2007,Resnikowski Heidi.

2 Extraído de Lucía Tejada Soruco: “¿Hay gobierno en 
los bosques de Bolivia?”

3 Reportaje Ascensión de Guarayos, Santa Cruz.
4 Alicia Tejada Soruco es Ex - Coordinadora de la Red 

de Forestería Social en Santa Cruz y Responsable 
de la implementación del Régimen Forestal en las 
TCO de Bolivia. Directora de la Cámara Social en 
el Concejo de Certifi cación Forestal de Bolivia, Co-
Autora de la Directriz UCPOI. Actualmente es ase-
sora voluntaria de comunidades indígenas en la TCI 
Gwarayu.
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desde que los indígenas 
manejan CFO, los regalan, 
relató. Este supuesto implica 

han disminuido radi-han disminuido radi-
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Semilleros de mara talados 
ilegalmente al interior del PGMF. 

Comunidad Cururú, Guarayos.
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